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A.
La obligación de los Estados partes de aplicar el artículo 14

1.
Esta observación general explica y aclara las obligaciones que tienen los Estados partes en virtud del artículo 14 de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes. Todos los Estados partes deben velar por que "su legislación garantice a la víctima de un acto de tortura la reparación y el derecho a una indemnización justa y adecuada, incluidos los medios para su rehabilitación lo más completa posible". El artículo 14 se aplica a todas las víctimas de la tortura y de tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, sin ningún tipo de discriminación.

2.
El Comité considera que el término "reparación" utilizado en el artículo 14 abarca los conceptos de "reparación" y "recurso efectivo". El concepto amplio de reparación incluye, pues, la restitución, la indemnización, la rehabilitación, la satisfacción y las garantías de no repetición y se refiere al repertorio completo de las medidas necesarias para reparar las violaciones de la Convención.

3.
Se entiende por víctima toda persona que haya sufrido daños, individual o colectivamente, incluidas lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdidas económicas o menoscabo sustancial de sus derechos fundamentales, como consecuencia de acciones u omisiones que constituyan violaciones de la Convención. Una persona será considerada víctima con independencia de si el autor de la violación ha sido identificado, aprehendido, juzgado o condenado. El término "víctima" comprende también a la familia inmediata o a las personas a cargo de la víctima que hayan sufrido daños al intervenir para prestar asistencia a víctimas en peligro o para impedir la victimización. En algunos casos, las personas que han sufrido daños pueden preferir el término "supervivientes". El Comité usa el término legal "víctimas" sin perjuicio de otros términos que puedan ser preferibles en determinados contextos.

4.
El Comité subraya la importancia de la participación de la víctima en el proceso de reparación y que la restauración de la dignidad de la víctima es el objetivo primordial de la reparación.

5.
Las obligaciones que incumben a los Estados partes de proporcionar reparación en virtud del artículo 14 son de dos tipos: de procedimiento y sustantivas. En lo que respecta a procedimiento, los Estados partes deben aprobar legislación y establecer mecanismos de reclamación, órganos de investigación e instituciones que puedan determinar si una víctima de tortura y malos tratos tiene derecho a una reparación y concedérsela, y asegurar que esos órganos y mecanismos sean eficaces y accesibles a todas las víctimas. En lo sustantivo, los Estados partes deben asegurar que las víctimas de tortura o malos tratos obtengan una reparación plena y efectiva, incluida la indemnización, y los medios de lograr una rehabilitación lo más completa posible.


B.
Obligaciones sustantivas: el alcance del derecho a reparación

6.
De conformidad con su propia jurisprudencia, el Comité considera que la reparación incluye las cinco formas siguientes: restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición. El Comité reconoce los elementos de una plena reparación con arreglo al derecho y la práctica internacional enumerados en los Principios y directrices básicos del derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones. Se recuerda a los Estados que, al determinar la reparación y las medidas concretas que se ofrezcan o concedan a las víctimas de la tortura, se deben tener en cuenta las características propias y las circunstancias de cada caso y que la reparación debe ajustarse a las necesidades particulares de la víctima y la gravedad de las violaciones cometidas contra ella.


1.
Restitución

7.
La restitución como forma de reparación se refiere al proceso por el cual se proporcionan a la víctima los servicios y cuidados necesarios para restablecer la situación en que se encontraba antes de que se cometiera la violación de la Convención, teniendo en cuenta las particularidades concretas de cada caso. Las obligaciones de prevenir que entraña la Convención requieren que los Estados se aseguren de que la víctima que recibe la restitución no sea puesta en una posición en que corra el riesgo de que se repitan la tortura o los malos tratos. El Comité observa que, en razón de la naturaleza de las violaciones, la víctima puede considerar que la restitución no es posible.


2.
Indemnización

8.
El Comité subraya que la indemnización monetaria no constituye de por sí reparación suficiente para la víctima de tortura y malos tratos. La jurisprudencia del Comité afirma que el pago de una indemnización monetaria como única medida es insuficiente para considerar que un Estado parte ha cumplido las obligaciones que le incumben en virtud del artículo 14.

9.
El derecho a una indemnización justa y adecuada por la tortura o los malos tratos enunciado en el artículo 14 tiene una serie de niveles y la indemnización concedida a una víctima debe ser suficiente para compensar los perjuicios económicamente evaluables resultantes de la tortura y los malos tratos y puede incluir: el reembolso de los gastos médicos pagados y fondos para cubrir futuros servicios médicos o de rehabilitación que necesite la víctima para lograr una rehabilitación lo más completa posible; los perjuicios materiales y morales resultantes del daño físico y mental causado; la pérdida de ingresos y el lucro cesante debidos a discapacidades causadas por la tortura o los malos tratos; y la pérdida de oportunidades, como las de empleo y educación. Además, una indemnización suficiente de los Estados a las víctimas de tortura o malos tratos debe cubrir la asistencia jurídica o especializada y otros gastos asociados con la presentación de una solicitud de reparación.


3.
Rehabilitación

10.
El Comité afirma que la provisión de medios para una rehabilitación lo más completa posible a quien ha sufrido daños como resultado de una violación de la Convención "ha de incluir atención médica y sicológica, así como servicios jurídicos y sociales". La rehabilitación, a los efectos de esta observación general, se refiere a la restitución de funciones o la adquisición de las nuevas habilidades que requieran las circunstancias en que se encuentre la víctima como consecuencia de la tortura o los malos tratos sufridos. El objetivo es posibilitar a la víctima el máximo de autosuficiencia y de funciones y puede entrañar ajustes en su entorno físico y social.

11.
El Comité subraya que la obligación de los Estados de proporcionar los medios de "una rehabilitación lo más completa posible" se refiere a la necesidad de reparar los daños sufridos por la víctima, que tal vez nunca recupere plenamente su situación en la vida, incluidas su dignidad, salud y autosuficiencia, como consecuencia de los efectos generalizados de la tortura, y no a los recursos de que disponen los Estados.

12.
A fin de cumplir sus obligaciones de proporcionar a las víctimas de la tortura o malos tratos los medios de obtener una rehabilitación lo más completa posible, cada Estado parte debe asegurarse de que existan servicios especializados para las víctimas o supervivientes a distintos niveles. Estos deberían incluir un procedimiento para evaluar las necesidades terapéuticas y de otro tipo de la víctima, basado, entre otras cosas, en el Manual para la investigación y documentación eficaces de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. Podrían incluir también una amplia variedad de medidas como servicios médicos y de rehabilitación física y sicológica, servicios sociales y de reintegración, asistencia y servicios orientados a la familia, y formación profesional y educación. Asimismo es sumamente importante adoptar un enfoque integral de la rehabilitación que tenga también en cuenta el grado de fortaleza y la capacidad de recuperación de la víctima. Las víctimas y supervivientes pueden correr el riesgo de sufrir un nuevo trauma y tienen un temor justificable de los actos que les recuerdan la tortura o los malos tratos sufridos. En consecuencia, debe darse alta prioridad a la necesidad de crear un contexto de confianza en que prestar la asistencia.

13.
El requisito de la Convención de proporcionar estos tipos de servicios de rehabilitación no exime de la obligación de proporcionar servicios médicos y psicosociales a las víctimas inmediatamente después de la tortura, ni tampoco con la prestación de esa asistencia inicial queda cumplida la obligación de proporcionar los medios de una rehabilitación lo más completa posible.

14.
Los Estados partes deben garantizar que se establezcan servicios y programas eficaces de rehabilitación y que estos sean accesibles a todas las víctimas. La legislación de los Estados partes debería establecer mecanismos y programas concretos de rehabilitación para las víctimas o supervivientes de torturas o malos tratos. Cabe observar también que la obligación enunciada en el artículo 14 de ofrecer los medios de una rehabilitación lo más completa posible puede cumplirse mediante la prestación directa de servicios de rehabilitación por el Estado o a través de la financiación de servicios médicos, jurídicos y de otro tipo de carácter privado, incluidos los administrados por organizaciones no gubernamentales. Se alienta a los Estados partes a que establezcan métodos para evaluar la eficacia de los programas y servicios de rehabilitación, entre otras cosas, elaborando los indicadores y criterios de referencia pertinentes.


4.
Satisfacción y derecho a la verdad

15.
La satisfacción debería incluir, en el marco de las obligaciones de investigación y procesamiento penal que imponen los artículos 12 y 13 de la Convención, y además de ellas, la totalidad o alguna de las medidas siguientes: "medidas eficaces para conseguir que no continúen las violaciones; la verificación de los hechos y la revelación pública y completa de la verdad en la medida en que esa revelación no provoque más daños o amenace la seguridad y los intereses de la víctima, de sus familiares, de los testigos o de personas que han intervenido para ayudar a la víctima o impedir que se produzcan nuevas violaciones; la búsqueda de las personas desaparecidas, de las identidades de los niños secuestrados y de los cadáveres de las personas asesinadas, y la ayuda para recuperarlos, identificarlos y volver a inhumarlos según el deseo explícito o presunto de la víctima, o las prácticas culturales de su familia y comunidad; una declaración oficial o decisión judicial que restablezca la dignidad, la reputación y los derechos de la víctima y de las personas estrechamente vinculadas a ella; una disculpa pública que incluya el reconocimiento de los hechos y la aceptación de responsabilidades; la aplicación de sanciones judiciales o administrativas a los responsables de las violaciones; conmemoraciones y homenajes a las víctimas; la inclusión de una exposición precisa de las violaciones ocurridas en la enseñanza de las normas internacionales de derechos humanos y del derecho internacional humanitario, así como en el material didáctico a todos los niveles"
.


5.
Garantías de no repetición

16.
Para garantizar la no repetición de la tortura o los malos tratos, los Estados partes deben adoptar medidas encaminadas a asegurar un control efectivo por las autoridades civiles sobre las fuerzas armadas y de seguridad; garantizar que todos los procedimientos civiles y militares se ajusten a las normas internacionales en materia de garantías procesales, equidad e imparcialidad; reforzar la independencia del poder judicial; proteger a los defensores de los derechos humanos; proporcionar capacitación sobre normas de derechos humanos a los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, así como de las fuerzas armadas y de seguridad y proporcionar capacitación específica sobre el Protocolo de Estambul a los profesionales de la salud y el derecho y a los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley; promover la observancia de los códigos de conducta y de las normas éticas por los funcionarios públicos, inclusive el personal de las fuerzas de seguridad, los establecimientos penitenciarios, los servicios médicos, sicológicos y sociales y las fuerzas armadas; revisar y reformar las leyes que contribuyan al empleo de la tortura y otros actos de tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes o los permitan. El Comité observa que, al adoptar medidas como las enumeradas, los Estados partes también están cumpliendo la obligación de impedir los actos de tortura que les impone el artículo 2 de la Convención.


C.
Obligaciones de procedimiento: hacer efectivo el derecho
a reparación


1.
Legislación

17.
El artículo 2 de la Convención dispone que todo Estado parte tomará "medidas legislativas, administrativas, judiciales o de otra índole eficaces para impedir los actos de tortura en todo el territorio que esté bajo su jurisdicción". Como aclaró el Comité en la Observación general Nº 2 (2007) sobre la aplicación del artículo 2 por los Estados partes, "los Estados partes deben tipificar y castigar el delito de tortura en su legislación penal, de conformidad, como mínimo, con los elementos de la tortura que se definen en el artículo 1 de la Convención, y los requisitos del artículo 4" (párr. 8). El hecho de que no exista legislación que defina claramente y tipifique la tortura y los malos tratos y de que, por ende, la tortura y los malos tratos no figuren entre los delitos penales, inhibe a la víctima de ejercer los derechos que le garantiza el artículo 14.

18.
Para dar cumplimiento al artículo 14, los Estados partes están obligados a adoptar legislación que ofrezca expresamente a las víctimas de la tortura un recurso efectivo y reconozca su derecho a obtener reparación, incluida una indemnización y una rehabilitación lo más completa posible. Esa legislación debe permitir ejercer tal derecho a título individual. Sin bien las reparaciones colectivas y los programas administrativos de reparación pueden ser una forma de resarcimiento aceptable, esos programas no pueden dejar sin efecto el derecho individual a un recurso efectivo y a obtener reparación.

19.
Los Estados partes deberían asegurar que su legislación interna, en la medida de lo posible, disponga que una víctima que ha sufrido violencia o trauma sea objeto de consideración y atención especiales para evitar que se le produzca un nuevo trauma en el curso de las actuaciones judiciales y administrativas destinadas a ofrecerle justicia y reparación.
20.
Con arreglo a la Convención, los Estados partes deben procesar o extraditar los supuestos autores de actos de tortura cuando se encuentren en cualquier territorio bajo su jurisdicción y adoptar la legislación necesaria para hacerlo posible. El Comité considera que las obligaciones contraídas por los Estados partes en virtud del artículo 14 no se limitan a las víctimas que sufrieron daños en el Estado parte o infligidos por nacionales del Estado parte. El Comité ha encomiado las medidas adoptadas por los Estados partes para proporcionar recursos civiles a las víctimas que fueron sujetas a tortura o malos tratos fuera de su territorio. Ello es particularmente importante cuando una víctima no puede ejercer los derechos garantizados en el artículo 14 en el territorio donde tuvo lugar la violación. En efecto, el artículo 14 requiere que todos los Estados velen por que las víctimas de la tortura tengan acceso a un recurso efectivo y a una reparación.


2.
Mecanismos eficaces de reclamación e investigación

21.
En sus observaciones finales, el Comité ha determinado otras obligaciones que deben cumplir los Estados a fin de garantizar el pleno respeto de los derechos reconocidos a la víctima en el artículo 14. A este respecto, el Comité subraya la importante relación entre el cumplimiento por los Estados partes de las obligaciones que les incumben en virtud de los artículos 12 y 13 y sus obligaciones con arreglo al artículo 14. De conformidad con el artículo 12, los Estados partes deben proceder a una investigación pronta e imparcial, siempre que haya motivos razonables para creer que dentro de su jurisdicción se ha cometido un acto de tortura y, como se dispone en el artículo 13 y se afirma en la Observación general Nº 2, deben asegurar que se establezcan mecanismos imparciales y efectivos de reclamación. Es imposible obtener plena reparación si no se garantiza el cumplimiento de las obligaciones enunciadas en los artículos 12 y 13. Los mecanismos de reclamación deben ser conocidos y accesibles, incluso para las personas detenidas y confinadas en establecimientos psiquiátricos y los miembros de grupos marginados y vulnerables, por ejemplo, a través de líneas telefónicas directas o buzones de reclamaciones confidenciales en los lugares de detención.

22.
En el plano del procedimiento, los Estados partes deben asegurar la existencia de instituciones competentes para adoptar, mediante un procedimiento establecido por ley, decisiones que permitan a las víctimas de tortura o malos tratos obtener reparación, incluida una indemnización adecuada y rehabilitación. Esas instituciones pueden incluir, entre otras, tribunales constitucionales, tribunales de derechos humanos, tribunales civiles y penales, comisiones nacionales de derechos humanos, instituciones tipo ombudsman y órganos especiales de reparación.

23.
Para garantizar el derecho de la víctima a reparación, las autoridades competentes del Estado parte deben proceder a una investigación pronta e imparcial y examinar todos los casos en que alguien alegue haber sido víctima de tortura o malos tratos. Una demora sustancial para iniciar las investigaciones judiciales de las reclamaciones contra la tortura o malos tratos o el hecho de no llevarlas a término atenta contra el derecho de las víctimas de obtener reparación y una indemnización justa y adecuada, incluidos los medios para su rehabilitación lo más completa posible, enunciado en el artículo 14.

24.
Pese a las ventajas que ofrece a las víctimas una investigación penal desde el punto de vista de la prueba, las acciones civiles y la solicitud de reparación no deben estar supeditadas a la conclusión del proceso penal. El Comité considera que la indemnización no debe demorarse hasta que se haya determinado la responsabilidad penal. Se debe poder iniciar una acción civil independientemente del proceso penal y deben establecerse la legislación y las instituciones necesarias para poder sustanciar tales acciones. Si el derecho interno requiere que haya un proceso penal antes de que pueda solicitarse una indemnización por la vía civil, el hecho de que el proceso penal no se incoe o se incoe con demora constituye incumplimiento por el Estado parte de las obligaciones que le impone la Convención.

25.
Con arreglo al artículo 14, los Estados están obligados a proporcionar un derecho a la reparación jurídicamente exigible, así como a asegurar que las víctimas de tortura o malos tratos obtengan reparación. A este respecto, los Estados tienen una obligación ex officio de adoptar las medidas efectivas necesarias para garantizar que todas las víctimas de la tortura obtengan una reparación. El Comité considera que cuando hay motivos suficientes para que las autoridades competentes crean que ha habido tortura o malos tratos, el Estado debe iniciar prontamente un proceso para garantizar que la víctima obtenga reparación.


3.
Acceso a mecanismos para obtener reparación

26.
El Comité destaca la importancia de que el Estado parte tome medidas positivas para asegurar que las víctimas y sus familias estén debidamente informadas de su derecho a obtener una indemnización. A este respecto, los procedimientos para solicitarla deben ser transparentes. Además, el Estado parte debería proporcionar asistencia y apoyo para reducir al mínimo las dificultades de quienes reclaman y quienes los representan.

27.
Las actuaciones judiciales relativas a los recursos para las víctimas han de ofrecer las debidas garantías procesales para asegurar un acceso efectivo a la justicia. Los Estados partes deberían proporcionar asistencia jurídica adecuada a las víctimas de tortura o malos tratos que carecieran de los medios necesarios para hacer reclamaciones y solicitar una reparación. Los Estados partes también deberían facilitar sin restricciones toda prueba relativa a actos de tortura o malos tratos que solicitaran las víctimas, sus abogados o un juez. El hecho de que un Estado parte no facilite las pruebas, como las constancias de evaluaciones o tratamientos médicos, puede obstaculizar indebidamente la posibilidad de las víctimas de presentar reclamaciones y solicitar reparación, indemnización y rehabilitación. Los Estados partes deben asegurar que los órganos judiciales se abstengan de aplicar doctrinas que les impidan considerar el fondo de las solicitudes de reparación presentadas por víctimas de tortura o malos tratos.

28.
El Estado parte debe también adoptar medidas para evitar la injerencia en la vida privada de las víctimas y protegerlas en todo momento, así como a sus familias y a los testigos, de la intimidación y las represalias antes, durante y después de las actuaciones judiciales, administrativas o de otra índole que afecten a sus intereses. Si no se ofrece protección a los testigos, se crea un impedimento para que estos y las víctimas presenten reclamaciones, lo cual constituye una violación del derecho a un recurso efectivo y a solicitar y obtener reparación.

29.
El principio de no discriminación es un principio básico y general en la protección de los derechos humanos y resulta fundamental para la interpretación y aplicación de la Convención. Los Estados partes deben asegurar un acceso expedito a la justicia y a los mecanismos para solicitar y obtener reparación y que haya medidas positivas que aseguren que la reparación sea accesible a todos, con independencia de su raza, color, grupo étnico, edad, creencia o adscripción religiosa, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, género, orientación sexual, identidad transexual, discapacidad mental o de otro tipo, estado de salud, situación económica o pertenencia a una comunidad indígena, y de la razón por la que la persona pueda estar privada de libertad, en particular las personas acusadas de delitos políticos o actos terroristas, los solicitantes de asilo, los refugiados u otras personas que se encuentran bajo protección internacional, o de cualquier otra condición o factor distintivo adverso.

30.
El Comité subraya la importancia de que en las actuaciones judiciales y no judiciales se apliquen procedimientos que tengan en cuenta las diferencias entre los géneros y que eviten el estigma o una nueva victimización. Con respecto a la violencia sexual y el respeto de las debidas garantías procesales y un poder judicial imparcial, el Comité subraya que, en todo proceso, civil o penal, para determinar el derecho de la víctima a reparación, incluida la indemnización, las normas de procedimiento y prueba relativas a la violencia sexual y de género deben dar igual peso al testimonio de las mujeres e impedir la introducción de pruebas discriminatorias y el hostigamiento de las víctimas y los testigos. El Comité considera que los mecanismos de reclamación e investigación exigen medidas positivas concretas que tengan en cuenta los aspectos de género a fin de garantizar que las víctimas de abusos como la violencia y el abuso sexual, la violación, la violación marital, la violencia doméstica, la mutilación genital femenina y la trata de personas puedan presentarse y pedir una reparación.

31.
El Comité considera que la capacitación de la policía, el personal penitenciario y el personal médico, incluida la capacitación sobre el Protocolo de Estambul, es fundamental para garantizar investigaciones eficaces. Además, el personal y los funcionarios que participan en las gestiones relacionadas con la reparación deben recibir capacitación metodológica que tenga en cuenta las diferencias de género a fin de evitar un nuevo trauma a las víctimas de tortura sexual y otros abusos. Esta capacitación debería incluir, para el personal médico y de salud, la necesidad de informar a las víctimas de la violencia sexual de la existencia de procedimientos médicos de emergencia, físicos y también sicológicos. El Comité exhorta también a los Estados partes a que establezcan oficinas de derechos humanos dentro de las fuerzas de policía y unidades de oficiales especialmente capacitados para tratar casos de violencia sexual y de género, violencia doméstica y violencia contra minorías étnicas, religiosas, nacionales o de otra índole.


D.
Obstáculos al derecho a reparación

32.
Un componente crucial del derecho a reparación es el claro reconocimiento por el Estado parte responsable de que las formas de reparación que se ofrecen u otorgan a la víctima tienen por objeto resarcirla de violaciones, cometidas por acción u omisión, de las que el Estado parte asume la responsabilidad. Por consiguiente, el Comité considera que un Estado parte no puede aplicar medidas de desarrollo o proporcionar asistencia humanitaria como sustituto de la reparación que corresponde a las víctimas de la tortura o malos tratos. El hecho de que un Estado parte no proporcione reparación a la víctima de tortura no puede justificarse invocando el nivel de desarrollo de ese Estado.

33.
Los Estados partes en la Convención tienen la obligación de asegurar que el derecho a reparación sea efectivo. Entre los obstáculos concretos que impiden el ejercicio del derecho a reparación y la aplicación efectiva del artículo 14 figuran: una legislación nacional inadecuada, la discriminación en el acceso a los mecanismos de reclamación e investigación y a los procedimientos de recurso y reparación, las leyes de seguridad del Estado, las doctrinas jurídicas y los requisitos procesales que dificultan la determinación del derecho a la reparación, las normas sobre prescripción, las amnistías y las inmunidades, y el hecho de que no se proporcione suficiente asesoramiento jurídico y protección a las víctimas y los testigos. Además, el incumplimiento por un Estado parte de las sentencias que disponen medidas de reparación para una víctima de la tortura dictadas por tribunales nacionales, internacionales o regionales constituye un importante impedimento para hacer efectivo el derecho a la reparación.

34.
Como subrayó el Comité en su Observación general Nº 2, "el género es un factor fundamental. La condición femenina se combina con otras características o condiciones distintivas de la persona... para determinar las formas en que las mujeres y las niñas sufren o corren el riesgo de sufrir torturas o malos tratos y sus consecuencias". En cuanto a las obligaciones que les impone el artículo 14, los Estados deben abstenerse de tomar medidas que coarten la posibilidad de las mujeres y las niñas de solicitar y obtener reparación y deben encarar efectivamente esos obstáculos. Las mujeres y las niñas deben ser tratadas con justicia y equidad y obtener una indemnización justa y adecuada, rehabilitación y otras medidas de reparación que respondan a sus necesidades específicas.

35.
La prescripción no debería aplicarse en los casos de reclamaciones contra tortura o malos tratos pues con ello se privaría a las víctimas de la reparación, la indemnización y la rehabilitación a que tienen derecho. Para muchas víctimas, el paso del tiempo no atenúa el daño y en algunos casos este puede aumentar como resultado del estrés postraumático, que requiere asistencia médica, sicológica y social a la que a menudo no pueden acceder aquellos que no han obtenido una reparación. Los Estados deben asegurar que todas las víctimas de tortura o malos tratos, independientemente de cuándo haya tenido lugar la violación y de si fue cometida por un régimen anterior o con su consentimiento, puedan ejercer su derecho a un recurso efectivo y a obtener reparación.

36.
El Comité ha sostenido invariablemente que las amnistías para el crimen de tortura son incompatibles con las obligaciones que incumben a los Estados en virtud de la Convención, incluido el artículo 14. Como se señala en la Observación general Nº 2, las amnistías que impiden enjuiciar y castigar con prontitud e imparcialidad a los autores de actos de tortura o malos tratos, o ponen de manifiesto una falta de voluntad de hacerlo, infringen el carácter imperativo de la prohibición. El Comité considera que las amnistías respecto de la tortura y los malos tratos constituyen obstáculos inadmisibles para la víctima en sus esfuerzos por obtener reparación y contribuyen a un clima de impunidad. El Comité, por lo tanto, exhorta a los Estados partes a eliminar toda amnistía con respecto a la tortura o los malos tratos.

37.
De manera análoga, la concesión de inmunidad al Estado parte y a quienes actúan en su nombre por la comisión de actos de tortura o de malos tratos contraviene de manera directa la obligación de proporcionar reparación, indemnización y rehabilitación lo más completa posible. Cuando la ley prevé la inmunidad o esta existe de hecho, las víctimas no pueden obtener reparación, los responsables quedan impunes y se deniegan a las víctimas los derechos que les reconoce el artículo 14.

38.
El Comité considera que las reservas al artículo 14 pueden ser incompatibles con el objetivo y el propósito de la Convención. Por consiguiente, se alienta a los Estados a que consideren la posibilidad de retirar toda reserva respecto del artículo 14 a fin de garantizar que todas las víctimas de tortura o malos tratos tengan acceso a un recurso y a reparación. 


E.
Vigilancia y presentación de informes

39.
El artículo 14 exige que los Estados no solo reconozcan el derecho de la víctima de tortura o malos tratos a una reparación, incluida una indemnización justa y adecuada y una rehabilitación tan completa como sea posible entre otras formas de reparación, sino que también les impone el deber de garantizar que se ofrezcan esas medidas a la víctima de un acto de tortura o malos tratos. Como el Comité expresó en la Observación general Nº 2, "la evaluación continua es un componente esencial de las medidas eficaces". Como parte de ese requisito, los Estados deben establecer un sistema para supervisar y asegurar la prestación de los servicios de rehabilitación necesarios en la práctica. Por consiguiente, los Estados partes deberían incluir en sus informes al Comité datos desglosados por edad, género y otros factores relativos a las medidas a que pueden recurrir las víctimas de tortura y malos tratos.

40.
Habiendo observado que los Estados partes no suelen proporcionar información adecuada sobre la aplicación del artículo 14 en sus informes, el Comité desea subrayar que debe proporcionarse información concreta sobre lo siguiente:


a)
El número de víctimas de tortura o malos tratos que han solicitado indemnización por medios legales, administrativos o de otra índole y la naturaleza de las violaciones denunciadas; el número de víctimas que han recibido indemnización y el monto de esas indemnizaciones.

b)
Las medidas adoptadas para asistir a las víctimas inmediatamente después de la tortura.

c)
Los servicios de rehabilitación de que disponen las víctimas de tortura o malos tratos y su accesibilidad, así como la asignación presupuestaria para programas de rehabilitación y el número de víctimas que han recibido servicios de rehabilitación directamente relacionados con la tortura.

d)
Los métodos disponibles para evaluar la eficacia de los programas y servicios de rehabilitación, incluida la elaboración de indicadores y criterios de referencia pertinentes.

e)
Las medidas adoptadas en materia de satisfacción y garantías de no repetición.

f)
La legislación interna que ofrece a las víctimas de tortura o malos tratos el derecho a un recurso y a reparación y las medidas de ejecución correspondientes. Cuando no exista esa legislación, los informes deberían incluir información sobre las medidas adoptadas por el Estado parte para adoptar y aplicar tal legislación.

g)
Las medidas adoptadas para asegurar que todas las víctimas de la tortura puedan ejercer los derechos que les reconoce el artículo 14.

h)
Los mecanismos de reclamación de que disponen las víctimas de tortura o malos tratos, y la forma en que estos mecanismos se dan a conocer y se hacen accesibles a todas las víctimas. Los Estados deberían también incluir en sus informes datos desglosados por edad, género, ubicación y violación denunciada sobre el número de reclamaciones recibidas a través de tales mecanismos.

i)
Las medidas adoptadas por los Estados partes para asegurar que todas las denuncias de tortura y malos tratos se investiguen efectivamente deberían incluirse en los informes periódicos al Comité.

j)
Los medios de que dispone una víctima de tortura o malos tratos para obtener reparación, incluidos todos los procedimientos penales, civiles, administrativos y no judiciales, así como información sobre el número de víctimas que han accedido a esos mecanismos, cuántas obtuvieron reparación y medidas de reparación y en qué forma y/o por qué monto pecuniario.

k)
La asistencia jurídica y los medios de protección de los testigos de que disponen las víctimas y los testigos de tortura o malos tratos, en particular cómo se da a conocer la existencia de la protección y cómo se ofrece en la práctica; el número de víctimas que han obtenido asistencia jurídica; el número de personas que han recibido protección del programa de protección de testigos del Estado; y la evaluación que hace el Estado parte de la eficacia de esa protección.

l)
Las medidas adoptadas para hacer efectivos los fallos de tribunales nacionales, regionales o internacionales, incluido el tiempo transcurrido desde la fecha de la sentencia hasta el momento en que tuvo lugar el pago de la indemnización o se hicieron efectivas otras formas de reparación. Los Estados partes deberían incluir también datos desglosados sobre el número de víctimas que debían ser objeto de medidas de reparación según las sentencias de los tribunales y el número que efectivamente recibió reparación, y las violaciones a que corresponden esas reparaciones.

m)
Las salvaguardias disponibles para la protección especial de mujeres y niñas que procuran ejercer los derechos garantizados en el artículo 14 de la Convención.













	*	Presentado con retraso.


	� 	Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones, párr. 22.
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